
L
a Directiva Marco de Aguas
(DMA) esboza un modelo del
uso del agua en el que se pone

el acento en la consideración del
agua como un activo ecosocial, más
que como un factor de producción y
centra su interés casi exclusivamen-
te en los problemas de la preserva-
ción y mejora de la calidad de las
aguas y del medio ambiente acuáti-
co. En este nuevo modelo, las conce-
siones y autorizaciones para el uso
privativo deben estar supeditadas a
los objetivos de calidad, los precios
no sólo deben incorporar los costos
directos asociados a su disposición,
sino también el costo de oportuni-
dad y el de los posibles daños al me-
dio ambiente. La Administración
Pública, además de potenciar el aho-
rro del agua mediante autorizacio-
nes que limiten el uso e impidan el
deterioro de las masas de agua cuan-
titativa y cualitativamente y median-
te una política activa de precios que
desincentive este deterioro, tiene co-
mo objetivo fundamental el estable-
cimiento de unos rigurosos objetivos
de la calidad, y la instauración de

medidas, controles y de un sistema
de vigilancia para el seguimiento del
grado de cumplimiento de los objeti-
vos, convirtiéndose de esta forma en
una especie de “agencias” medioam-
bientales especializadas. La aplica-
ción de la Directiva Europea Marco
de Aguas supone un cambio radical
en la política europea de aguas y ten-
drá graves dificultades para su co-
rrecta aplicación en España.

La DMA: principios
rectores

La DMA establece claramente, en
su considerando primero, que “el
agua no es un bien comercial como
los demás, sino que constituye un
patrimonio que hay que proteger,
defender y tratar como tal” y, conse-
cuentemente, “al poner el acento en
la naturaleza del agua como activo
ecosocial, la utilización del agua pa-
ra cualquier finalidad productiva de-
berá quedar condicionada al mante-
nimiento de unos rigurosos objeti-
vos del estado cualitativo y cuantita-
tivo de las masas de agua”.

La Directiva Marco de Aguas, 
un cambio radical en la política
europea hídrica
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La Directiva 2000/60/CE del
Parlamento Europeo y del
Consejo, por la que se
establece un marco
comunitario de actuación en
el ámbito de la política de
agua surge como resultado
de las solicitudes realizadas
a la Comisión a lo largo del
segundo semestre de 1996
por parte del Consejo, del
Comité de las Regiones, del
Comité Económico y Social y
finalmente del Parlamento
Europeo. Las implicaciones
de la directiva en las
políticas de agua y en las
administraciones públicas
de los Estados miembros
son, en nuestra opinión,
importantes puesto que
exigen el establecimiento de
unos objetivos, estrategias y
medidas.
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Pero la DMA también debe “garan-
tizar el suministro suficiente de agua
superficial o subterránea en buen es-
tado, tal como requiere un uso del
agua sostenible, equilibrado y equi-
tativo”. Con ello es posible que, en la
práctica, se produzcan conflictos pa-
ra el cumplimiento de los dos objeti-
vos fijados en el Art. 1 de la DMA -
garantizar el suministro suficiente y
conservar, proteger y mejorar la cali-
dad del medio ambiente- que podrí-
an derivar de la carencia de una clara
prioridad entre el cumplimiento de
estos objetivos o, en su caso, los me-
canismos para compatibilizarlos.
Asimismo, la propia DMA prevé la
posibilidad de que sea muy difícil el
cumplimiento de su contenido debi-
do a circunstancias concretas y ex-
cepcionales, así como las medidas
que habría que adoptar.

La DMA establece expresamente
que el ámbito de aplicación de los
objetivos, planes y medidas coordi-
nadas se extiende a todas las aguas
continentales y costeras de cada una
de las cuencas, (el anejo VI incluye el
programa de medidas que deben
contemplarse en las cuencas y sub-
cuencas), como consecuencia de
ello el cumplimiento de los objeti-
vos debe tener lugar en todas las
masas de agua.

El texto de la directiva presta es-
pecial atención a la definición de
los objetivos medioambientales
(Art. 4 y anejo V) y obliga a los Es-
tados miembros a alcanzar un buen
estado ecológico y químico en todas
las aguas superficiales, así como un
buen estado cuantitativo y químico
en todas las aguas subterráneas y
en las marinas de una franja que
puede ser potencialmente afectada
por los flujos de las primeras o por
los vertidos directos de las áreas
costeras, además de establecer cri-

terios normativos para la definición
del buen estado de calidad química de
las aguas en función del cumplimiento
de los estándares de calidad que debe-
rán definirse previamente de acuerdo
con el procedimiento establecido en el
articulo 16 y anejo V antes de 2015,
con excepciones.

Tal como se indica en los conside-
randos 33 y 34, el objetivo de alcan-
zar un buen estado de las aguas debe
perseguirse en cada cuenca hidrográ-
fica, de modo que se coordinen las
medidas relativas a las aguas superfi-
ciales y las aguas subterráneas perte-
necientes al mismo sistema ecológi-
co, hidrológico e hidrogeológico y, a
efectos de la protección del medio
ambiente, es necesario integrar en

mayor medida los aspectos cualitati-
vos y cuantitativos de las aguas, tan-
to superficiales como subterráneas.
Como hemos dicho anteriormente,
la unidad de planificación hidrológi-
ca es la cuenca y sus planes deben
incluir la prolija información que se
indica en el anexo VII.

Diferencias con
anteriores planes de
aguas

A diferencia de los tradicionales
planes hidrológicos, la DMA conci-
ben los planes como un documento
público en el que se recoge un resu-
men de los estudios, objetivos, pro-
gramas, medidas e instrumentos de
acuerdo con lo exigido por la directi-
va para el logro de los objetivos de
calidad en las masas de agua y áreas
protegidas del territorio de cada Dis-
trito hidrográfico. Los planes no tie-
nen en sí mismos carácter normati-
vo como el Plan Hidrológico Nacio-
nal o los planes de cuenca españoles.

Los principales aspectos que deben
contemplarse en los planes de cuen-
ca son: a) Presiones e incidencias de

la actividad humana en el estado
de las aguas, b) Mapas de las zo-
nas protegidas, c) Mapa de las
redes de control, d) Objetivos
medioambientales, e) Resumen
del análisis económico del uso
del agua, f) Programa o progra-
mas de medidas adoptados que
incluyan los modos de conseguir
los objetivos, g) Programas y
planes hidrológicos más detalla-
dos relativos a subcuencas, h)
Medidas de información pública
y de consulta tomadas y sus re-
sultados.

El análisis económico debe
comprender (anejo III), además
de la caracterización de la cuen-

La DMA establece
expresamente que el ámbito
de aplicación de los
objetivos, planes y medidas
coordinadas se extiende a
todas las aguas
continentales y costeras de
cada una de las cuencas
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ca en distintos aspectos: importancia
económica de los usos del agua, de-
mografía, estimación de escenarios
futuros de la demanda y oferta de
agua, impacto de la actividad, etc., la
siguiente información:

• Los cálculos pertinentes necesa-
rios para tener en cuenta el princi-
pio de recuperación de los costes de
los servicios relacionados con el
agua  y estimación a largo plazo de
la oferta y la demanda de agua y las
previsiones de la inversión corres-
pondiente. 
• La combinación más adecuada de
medidas que, sobre el uso del agua,
deben incluirse en el programa de
medidas. 
Nótese, por un lado, la preponde-

rancia de la información y análisis
referidos a temas ambientales y, por
otro, la incorporación de aspectos
novedosos en relación a los planes de
cuenca y nacional españoles, en par-
ticular en materia económica y de
participación pública.

¿Es compatible la DMA
con la actual política de
aguas?

La trasposición de la DMA a España
se realizó por la Ley 62/2003, de 30
de diciembre, de forma bastante lite-
ral y dejando para su desarrollo pos-
terior temas para los que no se consi-
deraba necesarios el rango de Ley, en-
tre los que cabe citar el nuevo Regla-
mento de Planificación Hidrológica
(R.D. 907/2007, de 6 de junio) en el
que se define la estrategia para la con-
secución de los objetivos de planifica-
ción y el R.D. 125/2007, de 2 de febre-
ro, que fija el ámbito territorial de las
“nuevas” demarcaciones hidrográfi-
cas, con carácter provisional hasta
que las comunidades autónomas afec-
tadas asuman de manera efectiva las
competencias sobre las cuencas inter-
nas de cada comunidad autónoma.
Con ello, la ambigüedad de la DMA,
puesta de manifiesto por diversos au-
tores, permanece en su trasposición al
ordenamiento español.

Por ejemplo, como se pregunta Pé-
rez Picazo (2003): ¿hasta qué punto
la planificación hidrológica puede
compatibilizar los objetivos de “evi-
tar el estrangulamiento de las activi-
dades económicas vinculadas al agua
y preservar el recurso y los distintos

sistemas acuáticos”?. La cuestión no
es baladí, pues genera dudas sobre si
el articulado de la DMA es o no com-
patible, más allá de aspectos “forma-
les”, con gran parte de la política de
aguas ejecutada o planteada en Espa-
ña en las últimas dos décadas, inclui-
da su financiación. Por ejemplo el
trasvase Júcar-Vinalopó, el Plan
AGUA y la proliferación de desalado-
ras, el Plan de Modernización de re-
gadíos, el posible cambio de toma del
trasvase Tajo-Segura, etc., por no ha-
blar, simple y llanamente del reitera-
do incumplimiento de la legislación
vigente (pozos ilegales, invasión del
dominio público hidráulico, no insta-
lación de mecanismos de medida de
caudales, etc.) que podrían, posible-
mente, ser objeto de infracciones co-
munitarias. Por ello cabe interrogar-
se sobre el cambio real en la política
de aguas española, pues si la sustitu-
ción del modelo de oferta por el de
demanda supuso un claro cambio en
la política hidráulica, priorizando las
políticas de demanda, desde la entra-
da en vigor de la DMA la mayor in-
versión se ha dirigido a todo tipo de
políticas: modernización de regadíos
(demanda) y desalinización y trasva-
ses (oferta).

La aplicación de la
DMA en España

La implantación de la DMA se en-
frenta a un grave problema derivado
de su propia concepción. En efecto,
el contexto de los países del centro y
norte de Europa se caracteriza, es-
quemáticamente, por tener más pro-
blemas de calidad de los recursos hí-
dricos y ecosistemas asociados, que
de cantidad, mientras que en España
existen graves problemas de canti-
dad y de calidad. La concepción de la
DMA se orienta exclusivamente a los
problemas de calidad, así, en su con-
siderando diecinueve, manifiesta que
“el control cuantitativo es un factor
de garantía de una buena calidad de
las aguas y, por consiguiente, deben
establecerse medidas cuantitativas
subordinadas al objeto de garantizar
una buena calidad”. Sin duda, una
aplicación textual de esta concepción
se enfrentaría a fuertes rechazos so-
ciales en cualquier situación y, en es-
pecial, en los frecuentes episodios de
sequías. Además, una parte no des-
deñable de los problemas de calidad
de las aguas en España, proceden de
la contaminación difusa, a la que la
DMA solo cita en el Art. 10 al men-
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cionar la “necesidad de controlar los
impactos difusos”.

Por otra parte, el actual momento
sociopolítico no invita al optimismo.
Coincidiendo con la implantación de
la DMA en España, se modificó el
Plan Hidrológico Nacional (R.D. Ley
2/2004 que, posteriormente se trans-
formó en la Ley 11/2005) con el obje-
tivo principal de sustituir el trasvase
del Ebro por el programa AGUA en
las cuencas mediterráneas, y con la
modificación de los Estatutos de Au-
tonomía en muchas CCAA con la co-
mún reivindicación de reservas de
agua en sus territorios o reclamación
del agua “sobrante” de otros territo-
rios. La práctica totalidad de CCAA
pretender obtener “reservas” del agua
que transcurre por los ríos en su terri-
torio para garantizar sus necesidades
que, en ocasiones, derivan de la ex-
pansión de regadíos de difícil justifi-
cación económica, social y ambiental.

Dificultades de
implantación

La necesidad de integrar de forma
coherente a nivel de cuenca las polí-
ticas urbanísticas, territoriales, de
desarrollo rural, agrícola y sectorial,
será, ciertamente, una tarea franca-
mente difícil en el actual estado de
confrontación política entre los gran-
des partidos y entre los gobiernos
centrales y autonómicos, dada la dis-
persión de competencias existente y
la utilización electoralista del agua.
La experiencia reciente nos enseña
que los temas relacionados con el
agua son unos de los más utilizados
–y parece ser que con éxito- para in-
tentar vencer en las citas electorales.

Un ejemplo de gran repercusión es
el de las desaladoras del programa
AGUA. Con una correcta aplicación
del principio de subsidiaridad y de
garantía de suministro,  pueden cali-
ficarse como propias de una política
de oferta y sin coordinación con las
políticas territoriales -en algunas
CCAA los planes urbanísticos hacen
caso omiso a los preceptivos infor-
mes de los organismos de cuenca-,
con el agravante de haber renuncia-
do a su propósito inicial de exigir un
compromiso de los usuarios poten-
ciales a usar y pagar el agua obteni-
da. Otro ejemplo que ha originado
grandes confrontaciones electorales
y territoriales es el del trasvase Jú-

car-Vinalopó,  ligado a los planes de
modernización de los regadíos de la
Ribera que pueden tener graves con-
secuencias si se aplica el principio de
recuperación de costes ambientales
por su probable afección negativa al
lago de la Albufera de Valencia.

Y, ciertamente, es necesario un am-
plio consenso en materia de política
de agua para intentar resolver los
graves problemas existentes, entre
los que cabe citar los relacionados
con política de agua y políticas de or-
denación del territorio, urbanismo y
agrarias, dar solución a las captacio-
nes irregulares o ilegales de aguas y
la imposibilidad de que se concedan
nuevas concesiones (pues en muchas
Confederaciones las concesiones vi-
gentes actualmente superan las dis-
ponibilidades del año medio) sin que
previamente se revisen las actuales
concesiones (incluso mediante expe-
dientes de caducidad) basados en los
grandes cambios en los usos del sue-
lo; de agrario a no agrario y de culti-
vos o tecnología en el seno del agrario
acaecidos, sobre todo, en las dos últi-
mas décadas. 

Una visión optimista de la DMA
postularía la utilización de la DMA
para solucionar gran parte de esos
problemas enquistados en la socie-
dad española: Integración de la polí-
tica de aguas con otras políticas rela-
cionadas, redefinición de las compe-
tencias derivadas de la Constitución
española, o adecuada coordinación
de las administraciones públicas, ple-
na aplicación de las leyes vigentes,
mejorar el conocimiento de la reali-
dad sobre la que se pretende actuar y,
en definitiva, mayor responsabilidad
social y política.

Conclusiones

La DMA es una directiva estricta-
mente medioambientalista, muy am-
biciosa pero ambigua, muy teórica y
en algunos casos hasta ingenua, co-
mo cuando observa la recuperación
de costes como un elemento disuaso-

rio del consumo. Las novedades que
contiene la DMA no están descritas
con la suficiente precisión como pa-
ra ser susceptibles de una simple y
sencilla respuesta en todos los luga-
res. 

En España su aplicación será espe-
cialmente difícil tanto por las carac-
terísticas agroclimáticas y la impor-
tancia del regadío en el consumo de
agua como por las necesarias refor-
mas que deben adoptarse en la ad-
ministración hídrica, la necesidad
de alcanzar una mayor integración
de todas las políticas territoriales,
urbanísticas y sectoriales con la po-
lítica de agua y alcanzar una concer-
tación entre todas las administracio-
nes con competencias en las políti-
cas anteriormente enunciadas (cen-
tral, autonómicas y locales).
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La DMA considera el agua
como un activo ecosocial, y
se centra en los problemas
de su preservación, la
mejora de su calidad y del
medio ambiente acuático
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